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R
esulta un aspecto comt'ln el claro que los 
salvadoreños y salvadoreñas en d i versas 
en cucsras de o p i n i ó n  coloquen a la  

delincuencia como uno de los principales problemas 
nacionales. También es fácil determinar que esa preocupación 
de los salvadoreños viene aparejada por una sensación 
colectiva de inseguridad, principalmente sobre la vida, la 
i ntegridad, la libenad sexual y los bienes propios. 

En buena medida a esta relación entre delincuencia/ 
inseguridad, diversos medios de comunicación y funcionarios 
públicos relacionados con materia de justicia y seguridad 
pública han conrribL�ido a generar una confusión conceptual 
al equiparar la categoría delincuencia con la categoría 
violencia, es decir, el problema de la delincuencia es un 
problema de violencia -de violencia social como la 
denominan algunos- y cuyas manifestaciones se limitan a 
un catálogo más o menos reducido de figuras como el 
homicidio, el secuestro, las violaciones, los robos y las riñas 
públicas. Sin embargo, esta equiparación de categorías resulta 
errónea desde el punro de vista normalivo e impracrica como 
premisa

_
para estudio y delimitación del problema. 

Una primera aclaración sobre usos conceptuales debe 
distinguir que no toda violencia es delictiva ni todo delito es 
violcnro. Es decir, existen multiplicidad de acciones violentas 
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en la vida cmidiana que no conslituyen figuras delictivas de 
un Código Penal, así como existen delitos que no implican 
ni nglm grado de violencia Hsica tales como las estafas, las 
defraudaciones financieras, las violaciones a la protección 
de los consumidores, por mencionar algunos. 

Las equiparaciones erróneas de las que hemos hablado 
también han generado diversas concepciones sobre la 
problemática y sus formas de tratamiento. Una observación 
efectuada sobre la base de diversas encuestas de opinión 
realizadas desde los acuerdos de paz hasta el año 2000, mostró 
como en los primeros años de la posguerra, los ciudadanos 
opinaban que los problemas delincucnciales se dcbfan a 
condic ionamientos  estructurales como la s i tuación 
económica, la falta de oportunidades o el desempleo. Pero a 
partir de 1 998, la percepción de los ciudadanos cambió y el 
factor dominante en la opinión de los salvadoreños es la 
deficiencia de la normativa penal y sus aplicadorcs (Aguilar 
et al. 200 1 )  

Sin negar que los salvadoreños y salvadoreñas basen sus 
juicios en evidencias empfricas o conocimiemo cotidiano, 
debemos considerar que la mayor información sobre esta 
temática es obtenida por los ciudadanos de manera 
mediatizada por prensa y televisión, razón por la que podría 
interpretarse esre giro de opinión de las personas. 
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Como una consecuencia de lo anterior, podemos 
ver que la forma de concebir el problema define 

en buena medida la respuesta a aplicar, si el problema es mal 
percibido, su solución puede ser errada. De esta suerte, no 
es extrafio que una de las principales propuestas para 
"solucionar" 1  el  problema de la delincuencia sea el 
crecimiemo del Sistema PcnaP por medio de la creación de 
nuevas figuras delictivas, endurecimicnro de las penas, la 
creación de sistemas penitenciarios de máxima seguridad y 
la ampliación de fucultades policiales y de la Fiscalfa. Dentro 
de este catalogo de propuestas se llega incluso a proponer 
pena de muerte para ciertos casos o a implantar una virrual 
pena perpetua mediante el i ncremento de los máximos de 
prisión a 75 años. 

Estas medidas de "solución" no son solo una fuene 
posición en la opinión pública, sino también en los ámbitos 
políticos, particularmente en la Asamblea Legisladva y el 
Ejecutivo. Hasta la fecha, se han realizado cerca de 200 
reformas a los códigos penal y procesal penal desde su entrada 
en vigencia en 1 998 (Marchelli y Martfncz 2000) y aün se 
tiene en agenda la realización de mras. 
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Esta reducción del problema de la violencia a un 
problema de delincuencia y sus consiguientes reacciones 
institucionales como el endurecimiento penal pone en 
evidencia un dato: la centralidad del uso de la violencia por 
el Estado salvadoreño, en donde la violencia es tanto un 
problema como una solución a aplicar (Amaya y Palmicri 
2000) Dicho de otra forma, las instituciones reaccionan 
fremc al problema de la violencia cmidiana con violencia 
institucional. La apuesta por la violencia institucional 
aplicada desde el sistema penal es demostrativa de un débil 
e n t ramado inst i tucional incapaz de generar redes y 
mecanismos no violemos de resolución de la conflictividad 
(Amaya y Palmieri 2000) 

En esta lógica el sistema penal juega pues, un papel 
protagónico y su presencia en la agenda política es casi 
permaneme. Pero la lógica de endurecimiento penal, de 
ampliación de facultades y funciones de las instancias del 
sistema penal no tiene un objetivo único y específico de 
atacar la del i ncuencia, por e l  con t rar io,  sus usos e 
instrumentaciones tienen alcances más allá de los meros 
aspectos normativos. 

La seguridad pública ! 
L a característica principal de la actual gestión 

gubernamental en materia de seguridad pública, y 
en política criminal en generaL es una fuerte apuesta por la 
represión policial del delito -y más en concreto, de ciertos 
del i tos- dejando de m a nera marginal  los aspectos 
preventivos, asignados, en el papel, al CNSP, el cual tiene 
una l imitada capacidad de acción e incidencia en las políticas 
globales. 

Sin negar que la represión del delito sea un objetivo 
plausible, en primer lugar hay que revisar la concepción de 
delitos que se combaren y por otro lado también es necesario 
considerar la generación de efectos perversos que derivan de 
la centralidad otorgada a estas estrategias por parte de la 
institución policial, tales como la caída en el �ficientismo, de 
tal suerte que la eficiencia policial sea valorada a partir del 
número de capturas, generando la imposición de cuottZS d� 
deu11ciones, incrementando la incidencia de capturas 
arbitrarias y otras violaciones a derechos humanos que luego 
pasan a forma parte de la carga de otras instituciones 
(PDDH, Juzgados, Fiscalía, Defensa Pública). 

Las labores de captación de hechos delictivos, asignadas 
fundamentalmente a la Seguridad Pública, muestran sus 
efectos en otros sectores del sistema penal. En los últimos 
tres afios, luego de que la entrada en vigencia de las 
normativas penales lograra una importante disminución de 
la población penitenciaria, ésra ha sufrido un significativo 
i ncremento llegando, a fines de 200 1 ,  a casi 1 O mil internos, 
provocando nuevamente graves problemas de hacinamiento 
en las instalaciones penitenciarias. Eslc incremento tiene 
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variadas causas (mora judicial, denegación expresa de la 
libenad antes del juicio para cienos delitOs, uso abusivo de 
la  detención prov is iona l ,  denegac ión de beneficios 
penitenciarios. ampliación de delitos) de las cuales, la 
capacidad de captación policial del delito es un F.tctor a tomar 
en cuenta. 

Parece que el discurso y la práctica oficial esta regida 
por una lógica scgün la cual la abundancia de detenciones es 
el mejor indicador de éxiro, esra lfnea argumentativa omite 
que lo imponanrc no es la cantidad de caplllras, sino la 
calidad de éstas en tanro sean efectivas para una posterior 
condena judicial. Para el caso, las estadísticas de la Memoria 
de L1bores de la Fiscalía General de la República del perfodo 
junio 2000- mayo 200 1 ,  muestran que de un toral de 94, 1 93 
denuncias recibidas {más de 30,000 de diferencia con las 
registradas por la PNC) solamente 3 1 ,354, es decir, una 
tercera parrc, de los casos fue judicial izado para dar inicio a 
un proceso penal, es decir. el rcsramc 66.7 1 %  de los casos 
denunciados no l legó a la etapa judicial. 

En el pedodo que da cuenta la Memoria de Labores, 
27,286 casos no llegaron hasta la vista pl1blica, es decir, hasta 
el final del proceso. 1 3 , 1 66 fueron sobreseídos durante la 
erapa de instrucción. 4,092 casos fueron absueltos en juicio 
y 1 ,02 1 fueron declarados culpables (FGR 200 1 ). Visto de 

FDtD- Thtru RubJJ/4 

0 35 / 
0 3  

0 25 

0 2  

o 15 

o 1 
005 

V1olenc1a y Sistema Penal 

/nditlltlurrs 10brr \lto/,wa m FJ S4flo�dor, PNUD, ]()()2 

1998 

Porcenla}e de efbeocla fiSCal AAos 1998-2000 y 
Enero • Octubre 200 1 

1999 2000 Enero-Octubre 
2001 

Fuente· Fiscalla General de la República, El Salvador 

esta manera, al hacer comparaciones entre el nluncro de 
ingresos y la totalidad de casos que llegan a juicio, podemos 
deducir que solamente una pequeña parte de los deliras y 
las capruras realizadas llegan hasta el final. 

En esencia, los daros de la FGR demuestran que no 
rodas las capturas llegan hasta los tribunales, y de las que 
llegan hasta ahí muy pocas llegan hasta juicio y muchas 
menos hasta condena. De tal suerte que el argumento oficial 
de dar crédiro inmediaro a la cantidad de capturas queda 
seriamente cuestionado, pues lo que queda demostrado es 
que se han incrementado las capacidades institucionales de 
captación de casos pero ello no implica una garant(a de su 
furura efectividad en el desarrollo del proceso. 

La instrumentalización del Sistema Penal 

S in embargo, los efecros de esta centralidad de la 
violencia institucional no solo son oriemados hacia 

la delincuencia o la violencia. Tiene usos diversos en atención 
a fines políticos o secroriales de diverso nivel y origen. 

Algunas de las interpretaciones que podemos formular 
alrededor de la insrrumentalización del sistema penal y su 
relación al tratamiento de la delincuencia ricncn que ver no 
solo con aspectos culturales o históricos locales, sino que se 
conjugan con lógicas globales. En ese sentido este proceso 
de crecimienro y cndurccimienro del sistema penal forma 
parte de un proceso global de incremento de la coerción 
estatal y criminaliz.ación de la pobreza y el descontento sociaJ 
(Wacquanr 200 l )  y más recienremcnre, por la devaluación 
de los estándares internacionales de respeto a los derechos 
humanos provocada por las reacciones posteriores al l l  de 
septiembre de 200 l .  

E n  e l  sentido d e  l o  anterior, hemos indicado que existe 
un a l i neamiento del Estado salvadoreño a lógicas 
internacionales que promueven el uso de la cstrucrura del 
sistema penal en reemplazo de otros sistemas o mecanismos 
de atención y contención social de la delincuencia y orros 
conflictos sociales, as( como herramienta para la imposición 
de pol íticas gubernamen tales y para el conrrol  del 
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desconremo social )' la protesta pétblica (FESPAD 
2002) 

Por lo mencionado, consideramos que el sistema 
penal salvadoreño esta funcionando oricnrado hacia 
objetivos no manifiesws distintos a sus objetivos 
explíciros o propios, pero dicha circunstancia no es 
exclusivamcme originada por imereses locales 
claramente idcnrificables, sino que forma pane de 
los procesos de regulación social difundidos por la 
globalización. 

Tal como lo indica el sociólogo francés Lo'ic 
\Vacquanr el objetivo de estas esrrau�gias es "(..) la 
udefiuicióu de las misiones del Estado que, en todas 
partrs, u rnim de la arem1 económica y tljirma la 
urasidnd de reducir a papel social y tlmpliar, 
rndurecilndoln, la inurvención penal. " Según este 
autor, esta modalidad de instrumenral ización del sistema 
penal "( . .}apunta a criminaliwr la miseria -y, por esa v/a, a 
normalizar el trabajo nstdariado precario( . . .  ) ( \Vacquanr 
200 1 :  1 3) 

Conclusiones 

E n pri mer lugar, debe quedar c laro que s i n  
u n  conoc i m i e n to p reciso y r i g u roso de l a  

complejidad d e  la violencia e n  la sociedad salvadoreña y 
también de la delincuencia no se pueden dar respuestas reales 
y claramente orientadas. Cualquier tipo de estrategia o 
respuesta aplicada a ciegas esta destinada a fracasar. 

En este semido, resulta paradójico que siendo la 
violencia uno de los pri ncipales problemas nacionales, no 
exista una conciencia sobre la necesidad de generar una 
política para su tratamiento, diferente a la política criminal, 
que por definición, esta orienrada al fenómeno delictivo 
exclusivamente. Por el contrario, la apuesta por el sistema 
penal, tal como lo atestiguamos en este momento, genera 
más debil idades al incrementar la carga de trabajo de las 
instituciones y sus capacidades de resolución de conAicros 
se ven minimizadas, generando más impunidad y descrédito 
de las instituciones. 

En ninglin momenro una estrategia basada de manera 
casi exclusiva en el sistema penal puede ser efectiva para 
resolver o solucionar problemáticas sociales más complejas. 

Eficiencia fiscal. At'los 1998, 1999, 2000 v Enero-Octubre 2001 
Enero. 
Octubre 

1998 1999 2000 2001 

Re<Jtstro de denunctas O 69,706 97.060 98,006 66,916 

Salidas Alternas S 1 2 081 22 546 27.051 1 9 632 

Vistas PUblicas V 602 3.338 3.915 3.585 

Denuncias pendientes de de urar 57 023 71 176 67 040 43 699 

Percanta e de eficiencia fiscal 18% 27•!. 32•1. 35% 
Fuente. FlscaUa General de la RepubiiCa, El Salvado!' 
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Por el contrario, los esfuerz.os de solución de los problemas 
de violencia deben estar oriemados por el ejercicio de 
alternativas no violentas y generación de redes sociales de 
conrención y transformación de la conflictividad. 
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1 Util izamos entreco m illado pues la propuesta de 
solución del problema de la delincuencia desde el sistema 
penal resuha eufemfstica. 

� Sistema Penal es el conjunto de instituciones que 
intervienen en los procesos de creación, aplicación y ejecución 
de la normativa penal, en esta definición se agrupan enwnces, 
la Asamblea Legislativa, la judicatura Penal, la PNC.Ia FGR, 
la PGR, la Dirección General de Centros Penales y demás 
operadores del sistema penal. 
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